ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO CAUSADO POR MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO POR DAÑO CAUSADO POR MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA / DAÑO A VEHÍCULO / DESTRUCCIÓN DEL VEHÍCULO / BUS / VEHÍCULO AUTOMOTOR / ENFRENTAMIENTO ARMADO / EJÉRCITO NACIONAL / EJÉRCITO DE LIBERACIÓN NACIONAL / FALTA DE CERTEZA DE LA OCURRENCIA DEL DAÑO / CARGA DE LA PRUEBA / CARGAS PROCESALES / INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA DE LA PRUEBA / INCUMPLIMIENTO DE LAS CARGAS PROCESALES / MIEMBROS DEL EJÉRCITO NACIONAL / GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / MIEMBROS DEL GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / EJÉRCITO DE LIBERACIÓN NACIONAL / CASO ELN / MEDIOS DE PRUEBA / DICTAMEN PERICIAL / PETICIÓN / PROPIEDAD DE VEHÍCULO / PROPIETARIO DEL VEHÍCULO / PRUEBA DE LA PROPIEDAD DE VEHÍCULO / FALTA DE PRUEBA / NEGACIÓN DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / NEGACIÓN DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA / CONFLICTO ARMADO / CONFLICTO ARMADO INTERNO / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / DAÑO CAUSADO A CIVIL DURANTE CONFLICTO ARMADO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / FALTA DE CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / FALTA DE CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO / INEXISTENCIA DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO
En la demanda se le atribuye a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional la responsabilidad por la destrucción total de un vehículo tipo microbús, propiedad (…) [del demandante], en un enfrentamiento entre el Ejército Nacional y un grupo al margen de la ley, en Cajibío (Cauca), corregimiento el Rosario. (…) La Sala observa que, si bien en la respuesta a la petición elevada por el demandante, el Ejercitó Nacional informó que, como consecuencia del enfrentamiento armado entre sus tropas y el ELN, resultó destruida una buseta, no se tiene la certeza de que ésta sea la del [demandante] (…), pues no se especificaron las características de aquélla, tales como la placa, el color o la marca, ni se proporcionó información que permitiera identificarla. Ahora, en el plenario no obran pruebas adicionales con las que se logre establecer que, como consecuencia del enfrentamiento armado entre miembros del Ejército Nacional y un grupo al margen de la ley, resultó dañado el automotor del demandante, pues si bien (…) se encuentra un dictamen pericial realizado al vehículo, (…) propiedad del demandante, en el que se liquidaron sumas de dinero correspondientes a los perjuicios patrimoniales causados al actor por el arreglo del vehículo, así como a lo dejado de percibir por éste como consecuencia de la inactividad del microbús, lo cierto es que ese medio de prueba no da cuenta de las circunstancias de tiempo modo y lugar en las que resultó deteriorado el automotor, haciéndose imposible determinar que fue en el enfrentamiento reportado por el Ejército Nacional el 4 de julio de 2001. Así las cosas, el demandante no logró ni siquiera demostrar los supuestos fácticos que alega, por lo cual se hace imposible endilgar responsabilidad a la demandada. Al respecto, debe recordarse que, como lo ha precisado la Sala en varias oportunidades, conforme al artículo 177 del C. de P.C. la carga de la prueba compete a la parte que alega un hecho o a quien lo excepciona o lo controvierte, de modo que es indispensable que la parte actora demuestre, por los medios legalmente dispuestos para tal fin, los hechos que sirven de fundamento fáctico de la demanda, pues la mera afirmación de los mismos no sirve para ello. Como el demandante no probó que su vehículo resultó dañado con ocasión de un enfrentamiento armado entre tropas del Ejército Nacional y un grupo al margen de la ley, habrá lugar a revocar la providencia recurrida, habida cuenta que, en tales condiciones, no puede deducirse o imputarse a la demandada responsabilidad alguna.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO DE PROCEDEIMIENTO CIVIL - ARTÍCULO 177

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN A

Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA

Bogotá D.C., catorce (14) de septiembre de dos mil quince (2015)

Radicación número: 19001-23-31-000-2001-01575-01(32488)

Actor: NEMESIO SEPÚLVEDA LÓPEZ 

Demandado: NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Decide la Sala el recurso de apelación formulado por la parte demandada, contra la sentencia de 15 de septiembre de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca, mediante la cual se accedió a las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES:

1.1 La demanda

El 3 de octubre de 2001, Nemesio Sepúlveda López,  en ejercicio de la acción de reparación directa y mediante apoderado judicial, solicitó que se declarara responsable a la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional por los perjuicios que, afirma, le fueron irrogados con ocasión de la destrucción del vehículo de su propiedad.

En la demanda se manifestó que Nemesio Sepúlveda López adquirió un vehículo tipo microbús, de servicio público, Daihatsu, modelo 2001, de placa SAP 556, afiliado a la Cooperativa Integral de Transportes Rápido Tambo, el cual cubría rutas dentro del perímetro urbano de Popayán.

También se afirmó que el 30 de mayo de 2001 a las 7:30 p.m., el microbús propiedad de Nemesio Sepúlveda López fue robado, situación que Javier Hernán Quiñónez, conductor del vehículo de transporte público, denunció ante la autoridad competente.

Señaló el libelo que el 4 de junio
 de 2001, en el sector del Rosario, municipio de Cajibío (Cauca) se presentó un enfrentamiento armado entre miembros del Ejército Nacional y un grupo al margen de la ley, el cual se transportaba en el bus del demandante.

Se afirmó que, como consecuencia del cruce de disparos, el microbús presentó daños en las latas, el motor y el sistema eléctrico, razón por la cual se encuentra en un parqueadero; inmovilizado y que ello le ocasionó a Nemesio Sepúlveda López una aflicción moral, pues el microbús era su único patrimonio, fruto del trabajo de toda su vida y constituía  el sustento de su familia.

Por último, se dijo que los hechos narrados evidenciaron una “presunta y probada falla en el servicio o son constitutivos del llamado daño especial” que generó “la responsabilidad objetiva del artículo 90 de la Constitución Nacional”.  

1.2. Trámite de primera instancia

El Tribunal Administrativo del Cauca, en auto del 20 de noviembre de 2001, admitió la demanda y ordenó la notificación al agente del Ministerio Público y al Comandante del Batallón José Hilario López, notificaciones que obran a folios 28 y 29 del cuaderno uno.
El apoderado de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional se opuso a la prosperidad de las pretensiones y expresó que, según los documentos allegados con la demanda, el microbús propiedad de Nemesio Sepúlveda López fue destruido por integrantes del ELN, razón por la cual el solo accionar del grupo subversivo o delincuencial que causa daños no compromete la responsabilidad del Estado, pues no se le puede exigir a la administración lo imposible, toda vez que sus recursos no permiten disponer de un agente para cada ciudadano o en cada metro de las vías y así garantizar la seguridad en términos absolutos (folios 31 a 33 cuaderno uno). 

1.3 Alegatos de conclusión en primera instancia

Vencido el período probatorio, el 30 de abril de 2003 se corrió traslado a las partes, para alegar de conclusión y al Ministerio Público, para que rindiera concepto (folio 61 cuaderno uno).

La demandada solicitó negar las pretensiones de la demanda, pues consideró que en el proceso no obra prueba sobre los hechos, el daño, ni los perjuicios que permitan respaldar las pretensiones.

Adicionalmente, expresó que la jurisdicción administrativa es rogada, y por ello, los límites de la controversia a resolver son los que delimita la demanda, sin que le sea posible al juzgador modificarlos (folios 63 a 64 cuaderno uno).

1.4 La sentencia recurrida
En sentencia del 15 de septiembre de 2005, el Tribunal Administrativo del Cauca accedió parcialmente a la pretensiones de la demanda y condenó a la demandada al pago del daño emergente y del lucro cesante sufrido por el actor, al encontrar probado que, el 4 de julio de 2001, la población del Rosario, Cauca, vivió un enfrentamiento armado en el cual resultó destruida la buseta propiedad del demandante.

El Tribunal adujo que:  

“la responsabilidad de la demandada se deriva de la circunstancia de no hallarse jurídicamente obligado el demandante a soportar, él solo, la carga excesiva que le significaría la pérdida de su automotor, pues q tal (sic)eventualidad resultaría equivalente a patrocinar un desequilibrio en las cargas públicas. De tal  circunstancia se deriva, entonces (sic) el carácter  antijurídico del daño por (sic) el sufrido, apareciendo como justo y correspondiente al principio de equidad  que se radique la responsabilidad patrimonial derivada de tal hecho en el estado (sic) pese a la legitimidad del actuar de la fuerza pública en dicho caso” (folios 85 a 102 cuaderno principal).

1.5 El recurso de apelación

Inconforme con la decisión anterior, la parte demandada interpuso recurso de apelación el 26 de septiembre de 2005, el cual fue sustentado el 7 de diciembre siguiente.           

Como fundamento del recurso, arguyó que no se acreditó su responsabilidad, pues no se probaron las circunstancias en las cuales fue destruido el vehículo y tampoco los perjuicios alegados.

Expresó que el tribunal i) encontró probado el daño del vehículo del actor con un  oficio en el que no se mencionan las características del mismo, ii) tuvo en cuenta una certificación donde se manifiesta que los hechos ocurrieron el 4 de julio de 2001 y que esa fecha debía tenerse como la correcta,  no 4 de junio como aparecía en la demanda, pues esto se debía a un error de digitación, circunstancia que, a juicio del recurrente, no puede acomodarse según lo considere el juez, el demandante o el demandado y iii) afirmó en la sentencia que con la prueba pericial se determinaron los perjuicios ocasionados, por unos montos que, considera el recurrente, no pueden tenerse en cuenta, pues el medio de prueba es incongruente y no reúne los requisitos de ley para su validez ( folios 108 a 115 del cuaderno principal).

1.6 Trámite de segunda instancia

Esta Corporación, en auto del 20 de febrero de 2006, admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y, en proveído del 28 de abril siguiente, corrió traslado a las partes, para que presentaran alegatos de conclusión y al agente del Ministerio Público, para que rindiera concepto (folios 119 y 121 del cuaderno principal).
La demandada concluyó que la sentencia debía ser revocada con fundamento en que no existió imputabilidad en cabeza de ésta, pues, para el momento del supuesto enfrentamiento, el vehículo había sido robado y se encontraba  en manos de un grupo al margen de la ley, siendo utilizado en actividades ilícitas, circunstancia que configura la causal eximente de responsabilidad denominada  hecho de un tercero y, en consecuencia, no se le puede obligar a reparar los daños causados (folios 123 a 127 cuaderno principal).

II. CONSIDERACIONES:

2.1 Competencia de la Sala

La Sala es competente para conocer del recurso de apelación formulado por la demandada contra la sentencia del 15 de septiembre de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca, por cuanto la cuantía del proceso, determinada por la pretensión de mayor valor, asciende a $286.000.000 por concepto de daño moral, suma que supera la cuantía mínima exigida ($143.000.000) en la ley vigente al momento de interposición del recurso
.

2.2. Consideraciones previas

Resulta pertinente señalar que la parte demandada tiene la calidad de apelante único; por tanto, la Sala no podrá hacer más gravosa su situación, pero podrá mejorarla de encontrar que hay lugar a ello. 

2.3 Caso concreto 

En la demanda se le atribuye a la Nación - Ministerio de Defensa - Ejército Nacional la responsabilidad por la destrucción total de un vehículo tipo microbús, propiedad de Nemesio Sepúlveda López, en un enfrentamiento entre el Ejército Nacional y un grupo al margen de la ley, en Cajibío (Cauca), corregimiento el Rosario. 

Según certificado de tradición expedido por la Secretaría de Tránsito y Transporte Municipal de Popayán, Nemesio López Sepúlveda es propietario del vehículo de placa SAP 556, tipo microbús de servicio público, Daihatsu V118DB-JU  (folios 46 A 49 cuaderno 2).

Previo análisis de las circunstancias en que sucedieron los hechos por los cuales se demanda, la Sala señala que en la demanda, en el capítulo “Declaraciones y Condenas”,  se expresó que el hecho ocurrió el 4 de julio de 2001, sin embargo en los hechos y petición de pruebas de la misma se afirmó que sucedió el 4 de junio de 2001.

Sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que afirmó el demandante fue destruido el vehículo de su propiedad, obran los siguientes documentos:

Oficio 4348, suscrito por el Teniente Coronel Gilberto Ibarra Mendoza, Comandante Batallón de Infantería 7, José Hilario López, en el que se informa (se transcribe tal cual): 

“... referente al proceso No 2001157500, el cual se refiere si en la fecha del 4 de Junio de 2001, miembros de la institución sostuvieron contacto armado con bandoleros, en el municipio de Cajibio cauca, exactamente en el sitio conocido como el Rosario.

Le comunico a la señora escribiente del tribunal contencioso de Popayán que de acuerdo a lo manifestado en su oficio, se hicieron las gestiones correspondientes en los archivos de la unidad y no se encontró dato alguno que evidencie la estadía de las tropas en el sector mencionado anteriormente en su oficio” (folios 12 cuaderno 2).

- Respuesta del 11 de julio de 2001 a la petición formulada por Nemesio Sepúlveda López al Batallón José Hilario López del Ejército Nacional, suscrita por el Comandante del Batallón Teniente Coronel Carlos Rubiano Fonseca (se transcribe tal como aparece):

“me permito informar que según el informe de operación sobre el sector del Rosario donde tropas de esta Unida sostuvo contacto armado con bandoleros de la Compañía Lucho Quintero Giraldo del ELN, el día 04 de julio de los cursantes resulto destruido un vehículo tipo buseta sin mas datos por integrantes del grupo subversivo en mención al notar la presencia de la tropa” (folio 8 cuaderno uno).

El oficio relacionado da cuenta de que para el 4 de junio de 2001, las tropas del Batallón de Infantería, José Hilario López del Ejército Nacional no estuvieron en el municipio de Cajibío, Cauca, sector el Rosario; por consiguiente, no se reportó ningún tipo de enfrentamiento con grupos al margen de la ley.

En la respuesta a la petición se observa que el 4 de julio del mismo año, se presentó confrontación armada entre miembros del Ejército Nacional con los integrantes de la Compañía Lucho Quintero Giraldo del ELN en la que resultó destruida una buseta.

La Sala observa que, si bien en la respuesta a la petición elevada por el demandante, el Ejercitó Nacional informó que, como consecuencia del enfrentamiento armado entre sus tropas y el ELN, resultó destruida una buseta, no se tiene la certeza de que ésta sea la de Nemesio López Sepúlveda, pues no se especificaron las características de aquélla, tales como la placa, el color o la marca, ni se proporcionó información que permitiera identificarla.

Ahora, en el plenario no obran pruebas adicionales con las que se logre establecer que, como consecuencia del enfrentamiento armado entre miembros del Ejército Nacional y un grupo al margen de la ley, resultó dañado el automotor del demandante, pues si bien a folios 16 a 18 del cuaderno 2 se encuentra un dictamen pericial realizado al vehículo de placas SAP 556, propiedad del demandante, en el que se liquidaron sumas de dinero correspondientes a los perjuicios patrimoniales causados al actor por el arreglo del vehículo, así como a lo dejado de percibir por éste como consecuencia de la inactividad del microbús, lo cierto es que ese medio de prueba no da cuenta de las circunstancias de tiempo modo y lugar en las que resultó deteriorado el automotor, haciéndose imposible determinar que fue en el enfrentamiento reportado por el Ejército Nacional el 4 de julio de 2001.

Así las cosas, el demandante no logró ni siquiera demostrar los supuestos fácticos que alega, por lo cual se hace imposible endilgar responsabilidad a la demandada. 

Al respecto, debe recordarse que, como lo ha precisado la Sala en varias oportunidades, conforme al artículo 177 del C. de P.C. la carga de la prueba compete a la parte que alega un hecho o a quien lo excepciona o lo controvierte, de modo que es indispensable que la parte actora demuestre, por los medios legalmente dispuestos para tal fin, los hechos que sirven de fundamento fáctico de la demanda, pues la mera afirmación de los mismos no sirve para ello.

Como el demandante no probó que su vehículo resultó dañado con ocasión de un enfrentamiento armado entre tropas del Ejército Nacional y un grupo al margen de la ley, habrá lugar a revocar la providencia recurrida, habida cuenta que, en tales condiciones, no puede deducirse o imputarse a la demandada responsabilidad alguna.

2.4 Condena en costas

Teniendo en cuenta que no se dan los supuestos previstos por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, ya que no se demostró que alguna de las partes hubiera actuado temerariamente, la Sala se abstendrá de imponer costas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia del 15 de septiembre de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca; en su lugar,

- NIÉGANSE las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO: Sin condena en costas.

TERCERO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
JAIME ALBERTO DUQUE CASAS
Conjuez

FELIPE NAVIA ARROYO

Conjuez
CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
� En el capítulo “Declaraciones y Condenas” de la demanda se expresó que el hecho ocurrió el 4 de julio de 2001; sin embargo, en los hechos y en la petición de pruebas se afirmó que sucedió el 4 de junio de 2001.


� Ley 954 de 2005.





